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Asunto.  Comentarios al Proyecto de Ley No. 013 de 2022 - Cámara “Por medio del cual se modifica la Ley 1990 
de 2019, referente a la perdida y el desperdicio de alimentos y se dictan otras disposiciones”. Radicado DNP No. 
20223100137973. 

Cordial saludo, 

De manera atenta, por medio del presente se remiten los comentarios y consideraciones tanto técnicas como 
jurídicas del Departamento Nacional de Planeación (DNP) en el marco de las competencias establecidas en el 
Decreto 1893 de 20211, frente al Proyecto de Ley (PL) 013 de 2022 - Cámara “Por medio del cual se modifica la 
Ley 1990 de 2019, referente a la perdida y el desperdicio de alimentos y se dictan otras disposiciones”, en los 
siguientes términos:  

I. Antecedentes del Proyecto de Ley

El autor del PL menciona que Colombia cuenta aproximadamente con una oferta nacional disponible de alimentos 
de 28,5 millones de toneladas, perdiéndose y desperdiciándose un total de 9,76 millones de toneladas, lo cual 
equivale al 34% del total. Es decir, por cada 3 toneladas de producción, se pierde o se desperdicia una tonelada.2 

Del mismo modo, en el país, más del 60% (5,88 millones de toneladas) de la perdida y el desperdicio de alimentos 
se generan en las dos primeras etapas de la cadena alimentaria, que son la producción - manejo y 
almacenamiento, mientras que en el mundo la mayor participación de desperdicio se da en la etapa de consumo. 

Bajo este panorama, y de conformidad con lo señalado en el PL, la presente iniciativa legislativa busca garantizar 
ciertos derechos que están establecidos en la Constitución Política de Colombia y en el bloque de 
constitucionalidad como lo son el derecho a la alimentación, a un medio ambiente sano y la especial protección 
del Estado a la producción de alimentos. 

A consideración del autor, el objeto principal del PL es modificar la Ley 1990 de 2019, la cual creó la Política de 
Prevención de la Perdida y el Desperdicio de Alimentos, con el objetivo de fortalecer las medidas que allí se 
adoptan y hacerlas compatibles con la protección del medio ambiente, la reducción del hambre y la protección 
estatal frente a la producción de alimentos. 

Del mismo modo, el autor menciona que a través de la referenciada ley se creó el Sistema de Medición y Reporte 
de las Pérdidas y Desperdicios de Alimentos, donde se responsabilizó al Departamento Administrativo Nacional 
de Estadística - DANE de su gestión.  

1 Por el cual se modifica la estructura del Departamento Nacional de Planeación. 
2 DNP. 2016. Estudio de perdida y desperdicio de alimentos en Colombia. 
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Igualmente, manifiesta el autor que la precitada ley se limitó a promover la recuperación y donación de alimentos, 
dejando de lado la prohibición y sanción por el desperdicio de estos. Además, se responsabilizó a la Comisión 
Intersectorial de Seguridad Alimentaria y Nutricional - CISAN de la creación de la Política contra la Pérdida y el 
Desperdicio de Alimentos, política que debió decretarse en febrero de 2020 y a la fecha no ha sido publicada, lo 
cual genera que el país aún no ejecute acciones concretas en relación con la reducción de la perdida y desperdicio 
de alimentos. 

Así, en desarrollo de lo anterior, el autor considera que la reducción de la perdida y el desperdicio de alimentos 
es una apuesta para combatir el hambre donde se debe reconocer el reto de involucrar a todos los actores que 
hacen parte de la cadena alimentaria. Es decir, se debe trabajar en un sistema alimentario productivo y sostenible 
y al mismo tiempo, se deben promover y exigir buenos hábitos de consumo. Para esto, se necesita de 
coordinación entre el Estado, los privados y los consumidores de forma que el país pueda garantizar seguridad 
alimentaria a toda su población. 

II. Comentarios Generales

Si bien el presente PL incluye conceptos adicionales y detalla algunos artículos de la Ley 1990 de 2019 que se 
encontraban redactados de forma general, se sugiere respetuosamente evaluar la pertinencia de los artículos 
adicionales propuestos, toda vez que el Gobierno nacional con el fin de reglamentar la referenciada ley, expidió 
el Decreto 375 de 20223, que ya responde a las estrategias planteadas en esta iniciativa legislativa. 

El precitado decreto busca establecer medidas que permitan evitar y extender en el tiempo los fenómenos de 
pérdida cuantitativa y cualitativa de alimentos destinados al consumo humano, así como el desperdicio de estos 
a lo largo de la cadena de suministro en el territorio nacional, en concordancia con lo establecido en la Política 
Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional -PNSAN-. 

La normativa plantea estrategias encaminadas al desarrollo y fortalecimiento de las capacidades de los 
productores, de los procesos de ordenamiento productivo, el aumento del financiamiento y la gestión de riesgos, 
al igual que procesos que favorezcan la sanidad de productos agropecuarios, a través de la formalización de 
tierras, el uso de tecnologías en los procesos de producción agropecuaria y la articulación del Plan Integral de 
Gestión de Cambio Climático del Sector Agropecuario (PIGCCS), con el fin de reducir las pérdidas de alimentos 
en la producción primaria. 

Finalmente, el referenciado decreto, provee alternativas de aprovechamiento de alimentos, a través de las 
donaciones de estos, en el marco de los programas sociales que ofrece el gobierno, previendo que estos 
alimentos donados garanticen estándares alimentarios, nutricionales y de inocuidad. 

De conformidad con lo anterior, vale la pena poner de presente que el artículo 7º de la Ley 1990 de 2019, el cual 
señala: 

“Artículo 7°. Medidas contra la ineficiencia en la cadena de suministro de alimentos. El Gobierno nacional 
contará con un (1) año a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, para diseñar e implementar una 
política pública integral que permita disminuir las pérdidas y desperdicios de alimentos en la cadena de 
suministro de alimentos y que coadyuve las disposiciones contempladas en la presente ley”. 

Conforme con lo dispuesto en el precitado artículo, resulta más idóneo, a consideración de este Departamento 
Administrativo, actualizar la Política Nacional de Producción y Consumo Sostenible, para incluir dentro de su 
alcance la eficiencia del consumo y aprovechamiento de los alimentos.  

3 Por el cual se adiciona la Parte 22 al Libro 2 del Decreto 1071 de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector Administrativo Agropecuario, Pesquero y 
de Desarrollo Rural, en lo relacionado con la disminución de las pérdidas y los desperdicios de alimentos 
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Del mismo modo, por la conexidad del tema con la Política de Seguridad Alimentaria y Nutricional (CONPES 
Social 113 de 2008), se podría actualizar dicha política para asegurar la disponibilidad, acceso y consumo de 
alimentos de manera permanente, oportuna y eficiente; en suficiente cantidad, variedad, calidad, inocuidad y con 
mínimas pérdidas y cero desperdicios. 

Sin perjuicio de lo anterior, a continuación, se presentan por este Departamento Administrativo los comentarios 
específicos al articulado: 

III. Comentarios al articulado

➢ Artículo 6°. Adiciónese un artículo a la Ley 1990 de 2019 el cual quedará así:

Artículo 9A°. Registro Nacional de Donación de Alimentos RNDA. Créese el Registro Nacional de Donación
de Alimentos RNDA, como un sistema de información desarrollado para facilitar la entrega de alimentos a
título gratuito. Adicionalmente, el RNDA se constituirá como una herramienta de lucha para reducir la perdida
y el desperdicio de alimentos.

La Comisión Intersectorial de Seguridad Alimentaria y Nutricional (Cisan) será responsable de crear y
administrar el Registro Nacional de Donación de Alimentos RNDA.

Al RNDA se deberán inscribir todos los actores de la cadena de suministro de alimentos, relacionados directa
o indirectamente con el sector de alimentos, identificados como personas naturales o jurídicas, privadas o
públicas, nacionales o extranjeras con actividad en Colombia, a los cuales se les asignará la calidad de
donantes.

Las organizaciones sin ánimo de lucro legalmente constituidas, en cuyo objeto social y en sus estatutos, 
señalen de manera expresa la función de recolectar alimentos para ser distribuidos de manera gratuita con 
destino al cubrimiento de las necesidades de la población se deberán inscribir al RNDA como Bancos de 
Alimentos. 

Parágrafo 1°. La inscripción en el RNDA no constituye ningún costo para los donantes ni los bancos de 
alimentos. 

Artículo 7°. Adiciónese un artículo a la Ley 1990 de 2019 el cual quedará así: 

Artículo 9B°. Reporte. Es obligación de todos los actores de la cadena de suministro de alimentos, 
relacionados directa o indirectamente con el sector de alimentos, identificados como personas naturales o 
jurídicas, privadas o públicas, nacionales o extranjeras con actividad en Colombia presentar a la Comisión 
Intersectorial de Seguridad Alimentaria y Nutricional - Cisan un reporte de los resultados logrados a partir de 
las actividades definidas en el Artículo 3° donde se definen las acciones de lucha contra el desperdicio de 
alimentos. 

Parágrafo 1°. Este reporte deberá ser presentado anualmente a la Comisión Intersectorial de Seguridad 
Alimentaria y Nutricional - Cisan para seguimiento y verificación del cumplimiento de la presente ley. 

Parágrafo 2°. El incumplimiento en materia de reporte de las medidas en contra de la pérdida y desperdicio 
de alimentos acarreará multas y sanciones administrativas de acuerdo con lo dispuesto en el Artículo 17 de la 
presente ley. 
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El precitado artículo 6° propone la creación de un Registro Nacional de Donación de Alimentos - RNDA, el cual 
será administrado por la Comisión Intersectorial de Seguridad Alimentaria y Nutricional - CISAN. Sin embargo, es 
importante tener en cuenta que la CISAN no es una entidad ejecutora, sino que es una comisión que por 
disposición del artículo 15 de la Ley 1355 de 20094, es la instancia estatal de dirección, coordinación y seguimiento 
interinstitucional, de articulación de políticas y programas y de seguimiento a los compromisos de cada uno de 
los actores de la Seguridad Alimentaria y Nutricional.  

En ese orden se sugiere que esta responsabilidad sea asignada a una de las entidades que integran la CISAN, 
teniendo en cuenta que su misionalidad sea relevante en las fases de la cadena agroalimentaria.  

De igual manera, y con el fin de no generar una duplicidad en los asuntos propuestos en el presente PL, se 
recomienda respetuosamente tener en cuenta lo establecido el Decreto 375 de 2022, el cual contó con la 
participación de las entidades de la CISAN y en el cual se desarrolla la definición de lineamientos para la donación 
de alimentos. 

Ahora bien, respecto a lo contemplado en el artículo 7° del presente PL, el cual establece la presentación anual 
ante la CISAN de un reporte de los resultados logrados a partir de las actividades definidas en el artículo 3° de la 
Ley 1990 de 2019, es pertinente mencionar que respecto de esta actividad ocurre la misma situación previamente 
descrita, por tal razón, se recomienda tener en cuenta que la CISAN no es una entidad ejecutora, sino una 
comisión, razón por la cual, no es conveniente que ostente dicha competencia a su cargo. 

➢ Artículo 10°. Adiciónese un artículo a la Ley 1990 de 2019 el cual quedará así:

Artículo 13A°. Prohibición del desperdicio y la perdida de alimentos aptos para consumo. Todos los actores
de la cadena de suministro de alimentos, relacionados directa o indirectamente con el sector de alimentos,
identificados como personas naturales o jurídicas, privadas o públicas, nacionales o extranjeras con actividad
en Colombia, que deliberadamente desperdicien alimentos aptos para consumo humano acarrearán multas y
sanciones administrativas de acuerdo con lo dispuesto en el Artículo 17 de la presente ley.

Respecto a la obligatoriedad de que los actores no pierdan o desperdicien alimentos deliberadamente a lo largo 
de la cadena agroalimentaria, se sugiere revisar esta propuesta toda vez que actualmente el Gobierno nacional 
no cuenta con la capacidad institucional requerida para las actividades de verificación y control de la disposición 
de los alimentos que se tienen como pérdidas y desperdicios, y cuyo uso prioritario debe ser el consumo humano. 
En este sentido, al no contar con la capacidad institucional para la verificación de las pérdidas y desperdicios de 
alimentos en establecimientos y hogares, se considera inconveniente proponer un reporte por parte de los actores, 
en caso de que se encuentren sujetos a sanciones, ya que siempre existirá un riesgo moral a reportar menos para 
no ser objeto de una sanción. 

Ahora bien, en lo que respecta a las sanciones, se sugiere que se revise la competencia sancionatoria de carácter 
administrativo que se está creando en el presente PL, y, sobre todo, en cabeza de quien está la función de 
vigilancia y control de estas conductas sancionables, así como considerar los recursos adicionales que se 
requieren para la inspección vigilancia y control.  

➢ Artículo 13°. Adiciónese un artículo a la Ley 1990 de 2019 el cual quedará así:

Artículo 13E°. Territorialización de las políticas de pérdida y desperdicio de alimento. El Departamento
Nacional de Planeación concurrirá con los municipios del país para la formulación de políticas públicas
municipales para evitar la pérdida y el desperdicio de alimentos. Para este propósito, el Departamento

4 Por medio de la cual se define la obesidad y las enfermedades crónicas no transmisibles asociadas a esta como una prioridad de salud pública y se 
adoptan medidas para su control, atención y prevención. 
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Nacional de Planeación deberá crear un banco de buenas prácticas de política pública municipal para evitar 
la pérdida y el desperdicio de comida, el cual deberá servir como instrumento para formular y evaluar los 
resultados de las políticas en los territorios.   

 
Respecto a la territorialización de las políticas de pérdida y desperdicio de alimentos, en la cual se indica que el 
Departamento Nacional de Planeación concurrirá con los municipios del país para la formulación de políticas 
públicas municipales para evitar la pérdida y el desperdicio de alimentos, es pertinente mencionar que en el marco 
del Decreto 1893 de 2021 el DNP tiene entre sus principales funciones las siguientes: 
 

“Artículo 3. Funciones del Departamento Nacional de Planeación. Son funciones del Departamento Nacional 
de Planeación (DNP), además de las que determina el artículo 59 de \a Ley 489 de 1998 y el artículo 9 de la 
Ley 2056 de 2020, las siguientes: 
  
(…) 
 
4. Brindar asesoría y asistencia técnica a las entidades públicas del orden nacional y territorial para el 
desarrollo de sus funciones en los asuntos de competencia del Departamento Nacional de Planeación.  
(…) 
6. Coordinar y acompañar la formulación, preparación y seguimiento de políticas, planes, programas y 
proyectos con énfasis en desarrollo regional, ordenamiento territorial, descentralización y articulación entre 
niveles de gobierno y fuentes de recursos en los territorios, en el marco de competencias del Departamento 
Nacional de Planeación (…)” 

 
Bajo este marco legal, se sugiere revisar la pertinencia de mantener a este Departamento Administrativo como 
cabeza de esta estrategia, en el entendido que esta entidad no cuenta con la capacidad técnica, ni administrativa 
para asumir estás funciones.  
 
De igual manera, y debido a que las estrategias para la reducción de las pérdidas y desperdicios de alimentos se 
deben articular con los planes departamentales y municipales de Seguridad Alimentaria y Nutricional – SAN, y 
dado que la construcción de estos planes es de autonomía de los entes territoriales, se sugiere que tal como se 
planteó en comentarios anteriores, esta responsabilidad sea asignada a una de las entidades que integran la 
CISAN, teniendo en cuenta su misionalidad en relación con este tema, su cobertura territorial y que cumpla un 
papel relevante en las fases de la cadena agroalimentaria. 
 
De esta manera, la definición de estas estrategias se deben realizar a partir de la institucionalidad SAN a nivel 
territorial como los comités y coordinadores de SAN, en los que participan representantes de los estamentos 
sociales, que conozcan y discutan las realidades de su respectivo entorno y puedan formular sus propios 
objetivos, estrategias, líneas de acción y acciones posibles, así como para que hagan acuerdos de compromisos 
y metas deseables y la definición de las instancias de control y participación social, para el desarrollo, seguimiento 
y evaluación del respectivo plan, junto con sus programas y proyectos concretos.  
 
En este sentido, se recomienda que esta estrategia se oriente a la inclusión del capítulo de reducción de pérdida 
y desperdicio de alimentos en los planes de SAN territoriales, en el cual este Departamento Administrativo, puede 
apoyar la revisión técnica de insumos en el marco de la institucionalidad de la CISAN. 
 
De acuerdo con lo anterior, y de forma general, se considera necesario la definición de una entidad que sea 
responsable de la formulación e implementación de la política de pérdida y desperdicio de alimentos, con la 
capacidad técnica, administrativa y financiera para cumplir con las funciones previstas en el proyecto de ley, 
teniendo en consideración en que su misionalidad y funciones estén estrechamente relacionadas con las fases 
de la cadena agroalimentaria. Lo anterior, sin perjuicio de los mecanismos de articulación y coordinación propios 
de la CISAN. 
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Ahora bien, respecto a la formulación de políticas públicas municipales para evitar la pérdida y el desperdicio de 
alimento, se recomienda tener en cuenta el Documento CONPES 3938 de 2018, a través del cual se estableció 
la Política de Crecimiento Verde, teniendo como objetivo general, impulsar a 2030 el aumento de la productividad 
y la competitividad económica del país, al tiempo que se asegura el uso sostenible del capital natural y la inclusión 
social, de manera compatible con el clima.  

De igual manera, la referenciada política plantea la necesidad de actualizar la Política de Producción y Consumo 
Sostenible con enfoque en economía circular, entendida como un modelo que busca que el valor de los productos, 
los materiales y los recursos se mantenga en la economía durante el mayor tiempo posible, y que se reduzca al 
mínimo la generación de residuos. Los alimentos podrían verse en esta política como un flujo, en donde se 
identifiquen acciones para: reducir sus pérdidas y el desperdicio, y aumentar el aprovechamiento de los residuos 
como biomasa residual. 

En efecto, si bien por parte del Departamento Nacional de Planeación se considera que con el presente PL se 
estaría realizando algunos ajustes necesarios a algunas disposiciones de la Ley 1990 que se encontraban 
redactados de forma general, se recomienda tener en cuenta que actualmente existe un marco legal y de políticas 
públicas en ejecución, razón por la cual las acciones propuestas en el presente PL podrían ser socializadas con 
el Gobierno nacional para que, desde sus competencias, se mejoren, actualicen y retroalimenten las políticas que 
ya están en desarrollo. 

Finalmente, se considera necesario que la iniciativa legislativa sea analizada por el Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, para que, en el marco de sus competencias, verifique el impacto fiscal de la propuesta tomando 
en consideración lo señalado en el artículo 7 de la Ley 819 de 20035 el cual establece de manera clara en cabeza 
de la referida Cartera, la obligación de rendir concepto frente a los Proyectos de Ley que incluyan disposiciones 
con implicaciones fiscales al establecer que “(…) En todo momento, el impacto fiscal de cualquier proyecto de 
ley, ordenanza o acuerdo, que ordene gasto o que otorgue beneficios tributarios, deberá hacerse explícito y 
deberá ser compatible con el Marco Fiscal de Mediano Plazo. (…)  El Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
en cualquier tiempo durante el respectivo trámite en el Congreso de la República, deberá rendir su concepto frente 
a la consistencia de lo dispuesto en el inciso anterior. En ningún caso este concepto podrá ir en contravía del 
Marco Fiscal de Mediano Plazo. Este informe será publicado en la Gaceta del Congreso” 

Al respecto, la Corte Constitucional en reiteradas ocasiones se ha pronunciado respecto de la potestad que recae 
en el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, para realizar los estudios pertinentes que den cuenta del impacto 
fiscal de los Proyectos de Ley. En este sentido, mediante Sentencia C 502 de 20076 manifestó lo siguiente: 

“(…) La Corte considera que los primeros tres incisos del art. 7° de la Ley 819 de 2003 deben entenderse 
como parámetros de racionalidad de la actividad legislativa, y como una carga que le incumbe inicialmente 
al Ministerio de Hacienda, una vez que el Congreso ha valorado, con la información y las herramientas que 
tiene a su alcance, las incidencias fiscales de un determinado proyecto de ley. Esto significa que ellos 
constituyen instrumentos para mejorar la labor legislativa. Es decir, el mencionado artículo debe interpretarse 
en el sentido de que su fin es obtener que las leyes que se dicten tengan en cuenta las realidades 
macroeconómicas, pero sin crear barreras insalvables en el ejercicio  

de la función legislativa ni crear un poder de veto legislativo en cabeza del Ministro de Hacienda. Y en ese 
proceso de racionalidad legislativa la carga principal reposa en el Ministerio de Hacienda, que es el que 
cuenta con los datos, los equipos de funcionarios y la experticia en materia económica. Por lo tanto, en el 
caso de que los congresistas tramiten un proyecto incorporando estimativos erróneos sobre el impacto fiscal, 

5 Por la cual se dictan normas orgánicas en materia de presupuesto, responsabilidad y transparencia fiscal y se dictan otras disposiciones.
6 Corte Constitucional, Sentencia C 502/07, M.P.: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. 
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sobre la manera de atender esos nuevos gastos o sobre la compatibilidad del proyecto con el Marco Fiscal 
de Mediano Plazo, le corresponde al Ministro de Hacienda intervenir en el proceso legislativo para ilustrar al 
Congreso acerca de las consecuencias económicas del proyecto. Y el Congreso habrá de recibir y valorar el 
concepto emitido por el Ministerio”. 

Así las cosas, en caso de emitirse dicho concepto, el mismo vincula y obliga al Congreso de la República a realizar 
un estudio pormenorizado de las razones ahí descritas, so pena de que el Proyecto en cuestión devenga en 
inconstitucional. Asimismo, la Sentencia C 866 de 2010 establece explícitamente que “(…) cumplida la carga que 
consagra el artículo 7º de la Ley 819 de 2003 en cabeza del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, referida a 
la rendición del concepto sobre el impacto fiscal a mediano plazo, surge para el Congreso la correlativa obligación 
de estudiar y discutir las razones presentadas por el ejecutivo.  De tal manera que, una omisión en el análisis de 
las razones aducidas por el Ministro implica un incumplimiento de la Ley Orgánica 819 de 2003, y, por tanto, 
deviene en su inconstitucionalidad” 7. 

De igual manera, la Corte Constitucional en la Sentencia C 1197 de 2008 señaló que “(…) si el Congreso no 
concurre al cumplimiento de esa exigencia explicitando el impacto fiscal de la propuesta de gasto público y la 
fuente de financiación, en la forma indicada en la mencionada disposición, haciendo caso omiso del dictamen 
técnico que realice el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, se genera un vicio de procedimiento en el trámite 
del proyecto de ley que eventualmente puede acarrear su inconstitucionalidad, toda vez que se estaría ante la 
inobservancia de una norma orgánica, condicionante de la actividad legislativa en los términos señalados en el 
artículo 151 superior”8. 

Por último, se recomienda someter la presente iniciativa a conocimiento de los Ministerio de Salud y Protección 
Social, Ambiente y Desarrollo Sostenible, así como del Departamento Administrativo Nacional de Estadística 
(DANE), para que en el marco de sus competencias se pronuncien frente al particular.  

En los anteriores se emite concepto sobre el asunto, no sin antes reiterar el compromiso de este Departamento 
Administrativo como entidad de carácter técnico, para apoyar y fortalecer las iniciativas del Honorable Congreso 
de la República en ejercicio de la función legislativa. 

Cordialmente, 

JUAN MIGUEL GALLEGO ACEVEDO 
Subdirector General de Prospectiva y Desarrollo Nacional 

Elaboró: María Olga Peña Mariño, Directora (e)Desarrollo Rural Sostenible. 
  Laura Pabón Alvarado, Directora de Desarrollo Social. 
  Carolina Díaz Giraldo, Directora de Ambiente y Desarrollo Sostenible. 

Consolidó: Germán Felipe Correa Castellanos, Abogado Oficina Asesora Jurídica. 

Revisó:        David D. Arenas, Abogado Oficina Asesora Jurídica.  

Aprobó:     Leonel Edgardo Riveros Díaz, Jefe Oficina Asesora Jurídica (e) 
  Melisa Paola Pacheco Florez, Asesora Subdirección General de Prospectiva y Desarrollo Nacional 
  Sebastián Ramírez Flechas, Asesor Dirección General.  

7 Corte Constitucional, Sentencia C 866/10, M.P.: Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 
8 Corte Constitucional, Sentencia C 1197/08, M.P.: Dr. Nilson Pinilla Pinilla.
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CARTA DE COMENTARIOS MINISTERIO DE AMBIENTE Y DESARROLLO 
SOSTENIBLE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 013 DE 2022 CÁMARA 

por medio de la cual se modifica la Ley 1990 de 2019, referente a la pérdida y el desperdicio de alimentos y se 
dictan otras disposiciones.
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CARTA DE COMENTARIOS CONSEJO GREMIAL NACIONAL AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 046 DE 2022 CÁMARA 

por medio de la cual se incrementa el número de días de vacaciones para las y los trabajadores colombianos 
en observancia a las recomendaciones de la Organización Internacional del Trabajo y se dictan otras 

disposiciones.
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Bogotá, D.C., octubre de 2022 
 
 

Honorables Representantes a la Cámara  
GERMÁN JOSÉ GÓMEZ LÓPEZ                           
JUAN CARLOS VARGAS SOLER 
Comisión Séptima Constitucional Permanente de La Cámara de Representantes   
Coordinadores Ponentes  
 

CC H.R. Agmeth José Escaf Tijerino, Presidente de la Comisión Séptima de la Cámara 
de Representantes 

 
Referencia: Comentarios al proyecto de ley 046 de 2022 de Cámara 

 
 
Respetados Representantes: 
 
El Consejo Gremial Nacional, en nombre de los 32 gremios más representativos de la economía, envía 
comentarios al proyecto de ley No. 046 de 2022 Cámara “Por medio de la cual se incrementa el número de días 
de vacaciones para las y los trabajadores colombianos en observancia a las recomendaciones de la Organización 
Internacional del Trabajo y se dictan otras disposiciones”. 

Frente al elevado número de reformas de asuntos laborales que se encuentran en trámite en el Congreso de 
La República, desde el sector productivo y empresarial enviamos un mensaje de preocupación exponiendo 
la necesidad de reevaluar el impacto económico que de manera individual y conjunta estas iniciativas 
generarían en el proceso de recuperación por el que atraviesa las empresas del país. 

Iniciativas de reforma de la jornada laboral, del contrato de prestación de servicios, incremento de las 
vacaciones, horas extras, trabajo suplementario, licencias, salario mínimo profesional y técnico, entre otros, 
sin contar la reforma laboral que está preparando el Gobierno Nacional para la próxima legislatura, generan 
preocupación y ponen en riesgo el funcionamiento de grandes, medianos y pequeños empresarios y la 
formalidad de miles de contratos de trabajo. 

El impulso de estas propuestas no puede desconocer el contexto económico actual de alta inflación, la 
tendencia al alza del dólar, entre otros aspectos, en el que es poco probable que el sector productivo sea 
capaz de generar nuevos empleos, e incluso aguantar incrementos de los costos laborales superiores al 30%, 
si se suma lo que implica la reducción de la jornada aprobada a partir de 2023, el incremento anual del salario 
mínimo y la próxima reforma laboral del Gobierno. 

Estamos abiertos para ser partícipes de los diferentes espacios en los que se permita la participación 
ciudadana para exponer con argumentos la conveniencia de algunas de estas iniciativas. No es posible olvidar 
que la economía popular está conformada por empresas informales y la gran mayoría de los micronegocios, 
por lo que todas las reformas que se hagan alrededor del tema deben enfocarse hacia la formalización y el 
acceso de aquellos que hoy no tienen empleo.       

Ahora, frente a este texto que reviste la mayor importancia para el desarrollo de las relaciones laborales, nos 
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permitimos compartir los siguientes comentarios: 

De acuerdo con la exposición de motivos, el Proyecto de Ley en referencia encuentra su justificación en 
acercar la política laboral colombiana al promedio de días de vacaciones pagadas de la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), que es de 18,7 días al año, así como armonizar la legislación 
actual con el Convenio 132 de 1970 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) en el que se determina 
que las vacaciones corresponderán a tres semanas laborales por año de servicio, lo que representa 18 días 
de vacaciones anuales. Sin embargo, es necesario hacer dos aclaraciones que son relevantes para 
comprender por qué nuestra legislación reconoce 15 días de vacaciones por año de servicio: 

1. Si bien Colombia es el octavo país con menos vacaciones legales en el año, y ocupa el puesto 
13 entre los países de la OCDE con poco más de un mes sin tener que trabajar, es importante 
resaltar que es el país de la OCDE que cuenta con más festivos en el año. En total, en Colombia 
hay 18 días festivos nacionales que, junto al promedio de vacaciones de un trabajador (15 
días), suma un total de 33 días de descanso, días que bajo nuestra legislación son pagos y que 
además ubica a Colombia en una situación laboralmente más favorable que la de otros países 
de la OCDE, como se representa a continuación1: 

 

Estado  Días de 
vacaciones según 
la regulación 
laboral 

Días no laborales 
pagos  

Total 

Colombia 15 18 33 

República Checa 20 13 33 

Italia 20 12 32 

Alemania 20 10 30 

Australia 20 10 30 

Bélgica 20 10 30 

Canadá 10 - 20 6 - 10 16 - 30 

Chile 15 15 30 

Corea del Sur 15 15 30 

Irlanda 20 9 29 

 
1 Información tomada de: Ghosheh, Naj (2013). «Working conditions laws report 2012: A global review». International 
Labour Organization. Consultado el 11 de septiembre de 2014. 
The World Bank (2020), Doing Business   
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Suiza 20 7 27 

Japón 10 16 26 

  

2. La justificación del Proyecto no contempla que Colombia, junto con más de 100 países, no ha 
ratificado el Convenio 132 de 1970 de la OIT referenciado en el texto y, en consecuencia, no 
existe una obligación legal de adaptar su legislación a los criterios establecidos en este 
Convenio, pues sus prescripciones no son vinculantes para el Estado colombiano.  

Adicionalmente, es relevante que se analicen los efectos y el impacto de esta disposición en materia de 
formalidad, toda vez que desde un panorama general se evidencia que lo dispuesto en el Proyecto podría 
generar más informalidad laboral, problemática que ha sido trabajada durante los últimos años. Igualmente, 
se recomienda analizar la carga económica que implica para los empleadores asumir el mayor costo que 
conllevará la implementación de este Proyecto, lo que afectará de manera importante a los empleadores 
formales, disminuyendo los incentivos para generar empleo. 

Con base en lo anteriormente expuesto, de forma respetuosa se solicita el archivo de este Proyecto, por el 
impacto que genera en la economía colombiana, y el desincentivo para la formalización del mercado laboral. 

Finalmente, solicitamos que esta comunicación sea enviada a los integrantes de la Comisión Séptima de la 
Cámara de Representantes para su conocimiento y análisis pertinente, y que repose dentro del expediente 
del proyecto de ley. 

 
Agradecemos su atención. 
 
Cordialmente,  
 
 
 
 
JAIME ALBERTO CABAL SANCLEMENTE  
Presidente  
CONSEJO GREMIAL NACIONAL 
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CARTA DE COMENTARIOS EMPODÉRAME AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 052 DE 
2022 CÁMARA 

por la cual se regula el contrato de los modelos que desarrollan su labor por plataformas del sistema webcam y 
se dictan otras disposiciones.
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CARTA DE COMENTARIOS GRUPO DE GESTIÓN EN DISCAPACIDAD DE LA 
DIRECCIÓN PARA LA DEMOCRACIA, LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA Y LA ACCIÓN 
COMUNAL DEL MINISTERIO DEL INTERIOR A PROYECTO DE LEY NÚMERO 059 DE 

2022 CÁMARA 
por medio de la cual se establecen medidas para dignificar a los cuidadores de personas con discapacidad y se 

dictan otras disposiciones.
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CARTA DE COMENTARIOS CONSEJO GREMIAL NACIONAL AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 071 DE 2022 CÁMARA

por medio de la cual se modifica el Código Sustantivo del Trabajo en lo referente al procedimiento disciplinario 
en las relaciones de trabajo particulares y se dictan otras disposiciones.
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Bogotá, D.C., octubre de 2022 
 
 

Honorable Representante a la Cámara  
JUAN CAMILO LONDOÑO BARRERA 
Comisión Séptima Constitucional Permanente – Cámara de Representantes   
Coordinador Ponente  
 

CC H.R. Agmeth José Escaf Tijerino, Presidente de la Comisión Séptima de la Cámara 
de Representantes 

 
Referencia: Comentarios al proyecto de ley 071 de 2022 de Cámara 

 
 
Respetado Representante: 
 
El Consejo Gremial Nacional, en nombre de los 32 gremios más representativos de la economía, envía 
comentarios al proyecto de ley No. 071 de 2022 Cámara “Por medio de la cual se modifica el Código Sustantivo 
del Trabajo en lo referente al procedimiento disciplinario en las relaciones de trabajo particulares y se dictan 
otras disposiciones”. 

Antes de entrar en materia sobre el análisis sobre el articulado del proyecto de ley, quisiéramos partir de 
una reflexión general acerca de la importancia de revisar el entorno que rige las relaciones laborales desde 
un punto de vista integral, y no desde iniciativas atomizadas, que es lo que ha ocurrido en los últimos años.  

Hoy son más de las 10 iniciativas laborales que se encuentran en trámite legislativo sobre jornada laboral, 
contrato de prestación de servicios, incremento de las vacaciones, horas extras, trabajo suplementario, 
licencias, salario mínimo profesional y técnico, entre otros, sin contar la reforma laboral que está preparando 
el Gobierno Nacional para la próxima legislatura. 

El impulso de estas propuestas no puede desconocer el contexto económico actual de alta inflación y carestía, 
la tendencia al alza del dólar, entre otros aspectos, en el que es poco probable que el sector productivo sea 
capaz de generar nuevos empleos, e incluso de aguantar incrementos de los costos laborales superiores al 
30%, si se suma lo que implica la reducción de la jornada aprobada a partir de 2023, el incremento anual del 
salario mínimo y la próxima reforma laboral del Gobierno. 

Es indispensable brindar los espacios suficientes para la concertación y el diálogo. No es posible olvidar que 
la economía popular está conformada por empresas informales y la gran mayoría de los micronegocios, por 
lo que todas las reformas que se hagan alrededor del tema deben enfocarse hacia la formalización y el acceso 
de aquellos que hoy no tienen empleo.       

Ahora, frente a este texto que reviste la mayor importancia para el desarrollo de las relaciones laborales 
entre miles de empresas y trabajadores de todos los sectores, nos permitimos compartir los siguientes 
comentarios: 
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1. Esta iniciativa desconoce la facultad sancionatoria y disciplinaria que tiene cada empleador, durante 
el desarrollo de la relación laboral. Es necesario relacionar que la facultad sancionatoria hace más 
efectivo y productivo los objetivos empresariales y, en esa medida, complementa la facultad de dirigir 
y de supervisar que también posee el empleador. 

En ese mismo sentido, no debe tratarse el despido con justa causa como una sanción disciplinaria, 
pues el mismo es una facultad que tiene el empleador de terminar la relación laboral cuando se 
configura una justa causa regulada en el CST. Esto sin que deba agotarse un procedimiento 
disciplinario, tal y como lo ha establecido de manera reiterada la Sala Laboral de la Corte Suprema de 
Justicia; el derecho laboral no desconoce que el contrato de trabajo es un acuerdo de voluntades que 
tiene inmersa la condición resolutoria.  

La iniciativa establece un procedimiento generalizado que desconoce aspectos importantes como el 
sector, el tamaño de la empresa y la cantidad de trabajadores, estos puntos son de vital importancia, 
pues responden a la capacidad operativa de cada empresa. Al respecto, se propone reconocer la 
liberalidad del empleador, que conoce sus capacidades, de determinar los términos del proceso en el 
Manual Interno de Trabajo de acuerdo con sus propias necesidades. Como lo mencionó la Sala de 
Casación Laboral en la sentencia SL 16298 de 13 de septiembre de 2017 con radicación No 55472: 
"Si la gravedad de algunas conductas ya estaban calificadas por las partes previamente, no estaba 
el juzgador en capacidad de valorar su gravedad de nuevo para reemplazar el querer de los 
contratantes”. Es decir que, el empleador debe determinar con anterioridad al interior de su empresa 
un sistema que permita bajo sus necesidades evaluar los resultados de los trabajadores y determinar 
las conductas qué para el justifican el despido con justa causa. 

2. En el artículo 3 del proyecto, en el que se regula la culpabilidad se incrementa la carga de la prueba 
en cabeza del empleador, lo que, en ciertos casos, imposibilita la capacidad de imponer sanciones al 
no cumplir con el trámite y los términos exigidos. Además, la creación de mayores criterios para 
evaluar la falta no debería ser relevante, dado que la gravedad de la falta y la culpabilidad en el hecho 
debería ser la regla.   

3. El artículo 4 del Proyecto de Ley propone adicionar el artículo 112A al Código Sustantivo del Trabajo 
(en adelante “CST”), estableciendo que el contrato de trabajo podrá extinguirse por decisión del 
empleador en caso en que el trabajador haya incurrido, de forma gravísima y dolosa, en las causales 
establecidas en el artículo 62, literal a del mismo Código. Al respecto, se evidencia que dicha 
disposición estaría modificando la naturaleza de la terminación con justa causa, que no es 
propiamente una sanción disciplinaria, sino que se constituye como una facultad y decisión unilateral 
del empleador cuando se cumplen los supuestos previstos en el artículo 62 del CST. Lo anterior, sin 
perjuicio de que se le haya dado una connotación diferente en el reglamento interno de trabajo de la 
respectiva entidad. En consecuencia, se recomienda contemplar la eliminación del despido 
disciplinario como una sanción establecida en el artículo 2, que modifica el artículo 111 del Código 
Sustantivo del Trabajo, modificación legislativa que desconoce la ya decantada jurisprudencia de la 
Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia. Vale la pena destacar, que el trabajador siempre podrá 
acudir a la jurisdicción ordinaria cuando considere que sus derechos han sido vulnerados por el 
empleador. 
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Frente al mismo artículo se encuentra que establecer taxativamente las razones por las cuales se 
podrá extinguir el contrato de trabajo en el marco del despido disciplinario, elimina la 
discrecionalidad que le da la normatividad laboral al empleador para determinar las faltas que se 
consideren como graves según la ocupación y las particularidades de la entidad.  

4. El artículo 5 del Proyecto propone modificar el artículo 115 del CST, estableciendo el procedimiento 
que deberá surtir el empleador antes de aplicarse una sanción disciplinaria al trabajador o dar por 
terminado el contrato de trabajo con justa causa. Sobre el particular, se encuentra que dicha 
disposición parece desconocer el principio de inmediatez laboral que es aplicable a los procesos 
disciplinarios, el cual presupone que la sanción debe imponerse inmediatamente a la ocurrencia del 
hecho sancionable, o al momento en que el empleador tiene conocimiento de este. Adicionalmente, 
limita la posibilidad del empleador de realizar las investigaciones correspondientes, sin tener en 
cuenta el tiempo que tiene el empleador para investigar si existió o no la falta, lo que conlleva a 
realizar procesos disciplinarios sin fundamento. Así las cosas, se propone incluir unos criterios y 
principios generales para que los empleadores puedan establecer el trámite en sus reglamentos 
internos de trabajo. 

Asimismo, se debe tener presente lo que la Corte Constitucional, en Sentencia C-593 de 2014, 
estableció sobre los requisitos mínimos que se deben tener en cuenta para la realización de un 
procedimiento disciplinario, los cuales son:  

(i) la comunicación formal de la apertura del proceso disciplinario a la persona a quien se imputan 
las conductas posibles de sanción, (ii) la formulación de los cargos imputados, que puede ser verbal 
o escrita, siempre y cuando en ella consten de manera clara y precisa las conductas, las faltas 
disciplinarias a que esas conductas dan lugar y la calificación provisional de las conductas como faltas 
disciplinarias. Acá debe recordarse que el mismo Código Sustantivo del Trabajo dispone que tanto la 
conducta como su respectiva sanción debe encontrarse previamente consagradas en el Reglamento 
Interno del Trabajo, (iii) el traslado al imputado de todas y cada una de las pruebas que fundamentan 
los cargos formulados, (iv) la indicación de un término durante el cual el acusado pueda formular sus 
descargos, controvertir las pruebas en su contra y allegar las que considere necesarias para sustentar 
sus descargos, (vi) el pronunciamiento definitivo del patrono mediante un acto motivado y 
congruente, (vii) la imposición de una sanción proporcional a los hechos que la motivaron; y (viii) la 
posibilidad que el trabajador pueda controvertir, mediante los recursos pertinentes, todas y cada una 
de las decisiones ya sea ante el superior jerárquico de aquél que impone la sanción como la 
posibilidad de acudir a la jurisdicción laboral ordinario.  

Por su parte, el parágrafo del mismo artículo, que establece textualmente “El empleador deberá 
actualizar el Reglamento Interno de Trabajo acorde con los parámetros descritos dentro de los doce 
(12) meses siguientes a la entrada en vigor de esta ley. El Ministerio de Trabajo vigilará el 
cumplimiento de la presente ley.”, deja un vacío respecto a lo que se ha establecido en convenciones 
colectivas o laudos arbitrales, pues no indica qué va a suceder con los procesos establecidos de cara 
a este nuevo proceso disciplinario. En ese sentido, se recomienda precisar qué sucederá con las 
convenciones colectivas o laudos arbitrales ya establecidos, o en su defecto establecer un régimen de 
transición. 

Frente a la facultad que se reconoce al acusado de formular sus descargos, tanto de manera oral o 
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ASOCOLFLORES, ASOFIDUCIARIAS, ASOFONDOS, ASOMOVIL, CAMACOL, CÁMARA COLOMBIANA DE LA INFRAESTRUCTURA, 

COLFECAR, CONFECÁMARAS, COTELCO, FASECOLDA, FEDECAFETEROS, FEDEGAN, FEDESOFT, FEDEPALMA, 
FEDESEGURIDAD, FENALCO, FENAVI, NATURGAS, PORKCOLOMBIA, SAC 

  

escrita, sugerimos que en éstas se incluya la consignación de un acta de las actuaciones orales 
garantizando el debido proceso del trabajador y para efectos probatorios en el marco del proceso.   

Finalmente, solicitamos que esta comunicación sea enviada a los integrantes de la Comisión Séptima de la 
Cámara de Representantes para su conocimiento y análisis pertinente, y que repose dentro del expediente 
del proyecto de ley, dejando constancia que desde el Consejo Gremial Nacional, consideramos que esta 
iniciativa debería ser archivada, pues atenta contra los principios propios de la libertad de empresa y las 
facultades que tienen los empleadores en desarrollo de las relaciones de trabajo. 

 
Agradecemos su atención. 
 
Cordialmente,  
 
 
 
 
JAIME ALBERTO CABAL SANCLEMENTE  
Presidente  
CONSEJO GREMIAL NACIONAL 
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por medio del se modifica el Código Sustantivo de Trabajo en lo referente al Procedimiento Disciplinario en las 
Relaciones de Trabajo Particulares y se dictan otras disposiciones
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CARTA DE COMENTARIOS ESCUELA NACIONAL SINDICAL AL PROYECTO DE LEY 
071 DE 2022 CÁMARA
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JUAN CAMILO LONDOÑO BARRERA 
–

 
Referencia: 

Carlos Julio Díaz Lotero
Mónica Paola Gómez Gómez

Sergio Alonso Castaño Suelta
David Marcelo Patiño Flórez

,

RECHAZAR ARGUMENTOS GREMIALES QUE SE OPONEN A LA NECESIDAD DE UN 
PROCESO DISCIPLINARIO, QUE GARANTICE LOS DERECHOS DE LAS Y LOS 

TRABAJADORES 
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1 Al respecto consultar: WEISS Anita (Editora). Modernización industrial: empresas y trabajadores. 1997. Bogotá. 
Universidad Nacional de Colombia. ARANGO Luz Gabriela y LOPEZ Pino Carmen Marina (Compiladoras). 
Globalización, apertura económica y relaciones industriales en América Latina. 1997. Bogotá. Universidad Nacional 
de Colombia. LÓPEZ Pino Carmen Marina. Las relaciones laborales en Colombia: opciones estratégicas de los actores. 
2002. Universidad Complutense de Madrid. CELIS Ospina Juan Carlos. Reestructuración de las relaciones laborales 
en la banca colombiana. Universidad Autónoma Metropolitana-Itzapalapa. 2008. México D.F. 
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cumplir con una serie de actuaciones que garanticen: «[…] el 
ordenado funcionamiento de la administración, (ii) la validez de sus propias actuaciones y, (iii) 
resguardar el derecho a la seguridad jurídica y a la defensa de los administrados
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En todo caso, el cumplimiento de las garantías mínimas del debido proceso contempladas en la 
Constitución, tendrán diversos matices según el derecho de que se trate, dado que no todo derecho 
es de orden penal, sino que es posible encontrar “reglas y procedimientos” de otros órdenes como el 
civil, el administrativo, el policivo, el correccional, el disciplinario o el económico, entre otros, que no 
son comparables o asimilables directamente al ordenamiento penal y que comportan decisiones y 
sanciones de diversa categoría, matices que deberán ser  contemplados en la regulación 
correspondiente

23. La protección de la Ley la constituyen, básicamente, los recursos que ésta dispone para la 
protección de los derechos garantizados por la Convención, los cuales, a la luz de la obligación 
positiva que el artículo 1.1 contempla para los Estados Partes de organizar todo el aparato 
gubernamental y, en general, todas las estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio 
del poder público, de manera tal que sean capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio 
de los derecho humanos. 
 
24. Ese deber de organizar el aparato gubernamental y de crear las estructuras necesarias para la 
garantía de los derechos está relacionado, en lo que a asistencia legal se refiere, con lo dispuesto en 
el artículo 8 de la Convención. Este artículo distingue entre acusación {es} penal{es} y 
procedimientos de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. Aun cuando ordena que 
toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías… por un juez o tribunal en ambas 
circunstancias, estipula adicionalmente, en los casos de delitos, unas garantías mínimas. El concepto 
del debido proceso en casos penales incluye, entonces, por lo menos, esas garantías mínimas. Al 
denominarlas mínimas la Convención presume que, en circunstancias específicas, otras garantías 
adicionales pueden ser necesarias si se trata de un debido proceso legal.  

pero: «[…] 
esta garantía no solo se refiere a la protección de que los juicios se den sin dilaciones 
injustificadas, sino además que las mismas tampoco se adelanten con tanta celeridad que 
tornen ineficaz o precluya la garantía del derecho a la defensa y en especial el derecho a la 
contradicción, por ejemplo, al no permitir que se prepare debidamente la defensa […] La 
razonabilidad del tiempo en el que se desarrolle dicha actuación debe analizarse en relación 
con la duración total del proceso, que incluye los recursos judiciales que serían procedentes al 
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interior del mismo. En este orden de ideas, el plazo razonable puede desconocerse por la 
ausencia de celeridad y diligencia en la respectiva actuación, lo cual hace que la misma se 
extienda de manera irrazonable en el tiempo, o porque el procedimiento administrativo o 
judicial se realiza en un plazo excesivamente sumario, lo cual, de paso, afecta la eficacia de los 
recursos internos disponibles para controvertir la decisión de la autoridad estatal

 

 
 

 

Personería Jurídica 
Res. 33843 de 1984 

Gobernación de Antioquia 
Nit. 890.985.208-0 

Calle 51 Nº 55-78     PBX: 513 31 00    Fax: 512 23 30     E-mail: ens@ens.org.co 
www.ens.org.co     A.A. 12175 Medellín-Colombia 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DEBE EXPEDIR UNA NORMATIVA QUE MEJORE LA 
PROTECCIÓN EN LOS PROCESOS DISCIPLINARIOS, CUMPLIENDO LO SEÑALADO POR 

LA CORTE CONSTITUCIONAL 

«[…] (no) sólo ampara a la comunidad 
 

2 Cfr. BARBANCHO Tovillas Fernando. «La extinción del contrato de trabajo (I)» en GARCÍA Ninet José Ignacio 
(Director). Derecho del trabajo. Edición 11ª. Editorial Aranzadi. 2020. 
3 Cfr. Informe de la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones.  Conferencia Internacional 
del Trabajo, 109.a reunión. 2020. Organización Internacional del Trabajo (OIT). Debe recordarse que desde el 
conflicto colectivo suscitado entre Avianca y la Asociación Colombiana de Aviadores Civiles (ACDAC) la solicitud de 
la Corte Suprema de Justicia relacionada con la actualización de la normativa laboral sea la prioridad del Congreso 
de la República, en este sentido se indicó que: «Observando que, por una parte, no se han producido avances 
respecto de las reformas legislativas solicitadas por la Comisión en materia de huelga en los servicios esenciales pero 
que, por otra, tanto la Corte Constitucional, respecto del sector de los hidrocarburos, como la Corte Suprema respecto 
de los distintos servicios definidos como esenciales por la legislación, solicitan que se revise la legislación para acotar 
mejor las limitaciones impuestas al ejercicio del derecho de huelga, la Comisión espera firmemente que el Gobierno 
tomará las medidas necesarias para revisar a la brevedad las disposiciones legislativas anteriormente señaladas en 
el sentido indicado en sus comentarios. La Comisión pide al Gobierno que proporcione informaciones sobre todo 
avance al respecto y le recuerda que puede recurrir a la asistencia técnica de la Oficina» 
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frente a actuaciones judiciales y administrativas, lo cierto es que la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional ha decantado su contenido y alcance clarificando que es una garantía que debe 
aplicarse a todo tipo de procedimientos sancionatorios, los cuales deben respetar principios 
como la presunción de inocencia, la legalidad, el “non bis in ídem”, entre otros

«Como elementos constitutivos de la garantía del debido proceso en materia 
disciplinaria, se han señalado, entre otros, “(i) el principio de legalidad de la falta y de 
la sanción disciplinaria, (ii) el principio de publicidad, (iii) el derecho de defensa y 
especialmente el derecho de contradicción y de controversia de la prueba, (iv) el 
principio de la doble instancia, (v) la presunción de inocencia, (vi) el principio de 
imparcialidad, (vii) el principio de non bis in idem, (viii) el principio de cosa juzgada y 
(ix) la prohibición de la reformatio in pejus.”   
 
Por otra parte, la jurisprudencia internacional, específicamente la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, ha estudiado la cuestión de si las garantías 
judiciales mínimas consagradas en la Convención Americana de Derechos Humanos 
(art. 8), sólo son aplicables a los procesos penales, o si por el contrario, algunas de ellas 
pueden extenderse a los procedimientos administrativos. En relación con los procesos 
administrativos, dijo el Tribunal Internacional en el Caso Ivcher Bronstein contra Perú: 
 
102. Si bien el artículo 8 de la Convención Americana se titula “Garantías Judiciales”, 
su aplicación no se limita a los recursos judiciales en sentido estricto, “sino al conjunto 
de requisitos que deben observarse en las instancias procesales” a efecto de que las 
personas puedan defenderse adecuadamente ante cualquier acto emanado del Estado 
que pueda afectar sus derechos. 
 
103. La Corte ha establecido que, a pesar de que el citado artículo no especifica 
garantías mínimas en materias que conciernen a la determinación de los derechos y 
obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter, las garantías 
mínimas establecidas en el numeral 2 del mismo precepto se aplican también a esos 

 
4 AMADO Correa Ana María. El proyecto de ley 201 de 2021: Un salto adelante para la protección del derecho 
fundamental al debido proceso. Agencia de Información Laboral. Escuela Nacional Sindical. 2021.  
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órdenes y, por ende, en éstos el individuo tiene derecho al debido proceso en los términos 
reconocidos para la materia penal, en cuanto sea aplicable al procedimiento 
respectivo

«En efecto, tal y como se desarrolló en la parte motiva de esta providencia, toda sanción 
impuesta por el patrono debe estar previamente consagrada en el Reglamento, debe ser 
resultado de un proceso en el que se haya oído previamente al trabajador, en el cual se 
le haya permitido presentar pruebas y controvertir las que existiesen en su contra, la 
decisión debe estar motivada e indicar con claridad las normas de la ley o del 
reglamento de trabajo en las cuales hayan sido previstas las conductas imputadas y 
debe definir la responsabilidad del trabajador en la conducta imputada. De igual 
manera, en el caso en que proceda, permitirse que pueda ser revisada por el superior 
jerárquico de aquél que interpuso la sanción. 
 
Adicionalmente, la facultad sancionatoria en cabeza del empleador debe ser ejercida en 
forma razonable y proporcional a la falta que se comete y, estar plenamente probados 
los hechos que se imputan.  
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En este orden de ideas, la jurisprudencia constitucional ha establecido el conjunto de 
elementos mínimos que debe contemplar el Reglamento Interno de Trabajo al regular 
el procedimiento para la imposición de las sanciones disciplinarias que en él se 
contemplen, entre los que se encuentran (i) la comunicación formal de la apertura del 
proceso disciplinario a la persona a quien se imputan las conductas posibles de sanción, 
(ii) la formulación de los cargos imputados, que puede ser verbal o escrita, siempre y 
cuando en ella consten de manera clara y precisa las conductas, las faltas disciplinarias 
a que esas conductas dan lugar y la calificación provisional de las conductas como faltas 
disciplinarias. Acá debe recordarse que el mismo Código Sustantivo del Trabajo dispone 
que tanto la conducta como su respectiva sanción debe encontrarse previamente 
consagradas en el Reglamento Interno del Trabajo, (iii) el traslado al imputado de todas 
y cada una de las pruebas que fundamentan los cargos formulados, (iv) la indicación de 
un término durante el cual el acusado pueda formular sus descargos, controvertir las 
pruebas en su contra y allegar las que considere necesarias para sustentar sus 
descargos, (vi) el pronunciamiento definitivo del patrono mediante un acto motivado y 
congruente, (vii) la imposición de una sanción proporcional a los hechos que la 
motivaron; y (viii) la posibilidad que el trabajador pueda controvertir, mediante los 
recursos pertinentes, todas y cada una de las decisiones ya sea ante el superior 
jerárquico de aquél que impone la sanción como la posibilidad de acudir a la jurisdicción 
laboral ordinaria. 
 
En este orden de ideas, la Sala Plena de esta Corporación entiende que la interpretación 
acorde con los postulados constitucionales del artículo 115 del Código Sustantivo del 
Trabajo, es aquella que impone al empleador que, en forma previa a la imposición de 
cualquier sanción contenida en el Reglamento del Trabajo, debe garantizarse el respeto 
de las garantías propias del debido proceso, de conformidad con lo dispuesto en la 
presente providencia». 
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CIFRAS SECTORIZADAS DE CASOS ATENDIDOS EN LOS CINCO SECTORES 
PRIORIZADOS DEL PLAN DE ACCIÓN LABORAL, SOBRE DECISIONES 

EMPRESARIALES DE TIPO DISCIPLINARIO 

é

Tipos de atención Número de casos atendidos 

Total general 519 
– Fuente: 

 
5 HAWKINS Daniel et al. El plan de acción laboral en los cinco sectores priorizados. Después de 10 años, ¿qué ha 
pasado en términos de la protección de los derechos de trabajo?. Escuela Nacional Sindical. 2021. 
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CONCEPTO 

APROBADO  

 
 

 
Carlos Julio Díaz Lotero 

 
 

 
Mónica Paola Gómez Gómez 

–  
 
 
 
 
 
David Marcelo Patiño Flórez 

 

–

 
 
 

 
 

Sergio Alonso Castaño Suelta  

–
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Rad. 2022201805 
Cod. 4000 
Bogotá, D.C. 
 
Doctor  
RICARDO ALFONSO ALBORNOZ BARRETO   
Secretario  
COMISIÓN SÉPTIMA DE LA CÁMARA DE REPRESENTANTES  
Email: comision.septima@camara.gov.co 
 
REF: COMENTARIOS Y OBSERVACIONES AL PROYECTO DE PROYECTO DE LEY “Por 
medio del cual se modifica la Ley 1335 de 2009 y se dictan otras disposiciones” 
 
Estimado Secretario Albornoz,  
 
La Comisión de Regulación de Comunicaciones (CRC), como regulador convergente de las 
comunicaciones en Colombia, desarrolla de manera permanente una actividad de monitoreo y 
seguimiento a la actividad legislativa de la Cámara de Representantes, especialmente concentrada en 
los Proyectos de Ley tendientes a regular materias asociadas a los asuntos objeto de regulación de esta 
Comisión o que son de su interés.  
 
En desarrollo de lo anterior, esta Comisión se permite presentar los siguientes comentarios al Proyecto 
de Ley N. 140 de 2022 “Por medio del cual se modifica la Ley 1335 de 2009 y se dictan otras 
disposiciones”. 
 
Previo a señalar las consideraciones particulares acerca del texto del proyecto de ley, es importante 
advertir que, con la expedición de la Ley 1978 de 2019, la CRC es el órgano encargado de promover la 
competencia en los mercados, promover el pluralismo informativo, evitar el abuso de posición 
dominante, regular los mercados de las redes y los servicios de comunicaciones y garantizar la 
protección de los derechos de los usuarios; con el fin que la prestación de los servicios sea 
económicamente eficiente, y refleje altos niveles de calidad, de las redes y los servicios de 
comunicaciones. 
 
Sobre el particular debe mencionarse en primer término que, de acuerdo con los postulados 
constitucionales y legales generales vigentes, la expresión y difusión de contenidos en la programación 
del servicio de televisión es libre y no puede ser objeto de censura ni control previo; sin embargo, 
conforme a lo dispuesto en el artículo 2 de la Ley 182 de 1995, la televisión, al ser un servicio público, 
debe orientarse al cumplimiento de unos fines superiores, concretados en formar, educar, informar 
veraz y objetivamente y recrear de manera sana, con lo cual, y en los términos del artículo mencionado, 
se busca satisfacer las finalidades sociales del Estado, promover el respeto de las garantías, deberes y 
derechos fundamentales y demás libertades, busca satisfacer las finalidades sociales del Estado, 
fortalecer la consolidación de la democracia y la paz, y propender por la difusión de los valores humanos 
y expresiones culturales de carácter nacional, regional y local. 
 
A partir de lo anterior, esta Comisión respetuosamente se permite presentar las siguientes 
observaciones de carácter conceptual y legal al articulado orientadas a contribuir al desarrollo del 
Proyecto de Ley: 
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1. Comentarios generales 
 
La Corte Constitucional ha destacado que la televisión es un servicio público de telecomunicaciones cuya 
prestación es inherente a la finalidad social del Estado, y “[p]recisamente por su calidad de servicio 
público la jurisprudencia ha reconocido la amplia potestad del Legislador para establecer los mecanismos 
encaminados a determinar la forma de fundar y desarrollar los medios masivos de comunicación que 
utilicen el servicio de televisión, así como para imponer las restricciones que sean necesarias para 
alcanzar los fines propios de dicho servicio”. (SFT) 
 
Dada la importancia que la televisión ostenta en las audiencias, concretamente en lo que respecta a 
“formar, educar, informar veraz y objetivamente y recrear de manera sana” para así “satisfacer 
finalidades sociales del Estado, promover el respeto de las garantías, deberes y derechos fundamentales 
y demás libertades,(…) y propender por la difusión de los valores humanos y expresiones culturales”, 
el legislador ha establecido unos principios a observar dentro de los cuales se resaltan: (i) la 
preeminencia del interés público sobre el privado y (ii) la responsabilidad social de los medios de 
comunicación. 
 
En ese orden de ideas, dadas las implicaciones en la salud ocasionadas por el tabaco, la Ley 1335 de 
2009 estableció “[d]isposiciones por medio de las cuales se previenen daños a la salud de los menores 
de edad, la población no fumadora y (…) políticas públicas para la prevención del consumo del tabaco 
y el abandono de la dependencia del tabaco del fumador y sus derivados en la población colombiana”. 
Dicha Ley tuvo por objeto garantizar los derechos a la salud de los habitantes del territorio nacional, 
especialmente la de los menores de 18 años y la población no fumadora, regulando el consumo, venta, 
publicidad y promoción de los cigarrillos, tabaco y sus derivados.  
 
Dentro de las medidas adoptadas en la norma referida se establecieron, entre otras, las siguientes 
medidas:  
 

(i) La destinación gratuita y rotatoria por parte de Autoridad Nacional de Televisión - ANTV 
(ahora CRC) de espacios para la utilización por parte de las entidades públicas y 
Organizaciones No Gubernamentales -ONG, orientados a la emisión de mensajes de 
prevención contra el consumo de cigarrillos, tabaco y sus derivados, en los horarios de alta 
sintonía en televisión por los medios ordinarios y canales por suscripción 
 

(ii) La prohibición de promocionar “productos de tabaco en radio, televisión, cine, medios 
escritos como boletines, periódicos, revistas o cualquier documento de difusión masiva, 
producciones teatrales u otras funciones en vivo, funciones musicales en vivo o grabadas, 
video o filmes comerciales, discos compactos, discos de video digital o medios similares”.  

 
De esta forma, si bien dichas medidas en la actualidad se encuentran vigentes, las mismas solo 
comprenden los productos de tabaco y sus derivados, sin extenderse a los productos sucedáneos o 
imitadores, o los dispositivos e insumos que resulten indispensables para su adecuado consumo, los 
cuales, de acuerdo con los estudios que soportan el Proyecto de Ley, repercuten en la salud no solo de 
los fumadores, sino de los fumadores de segunda mano y de medio ambiente.   
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Tomando como punto de partida lo anterior, se efectuarán algunas consideraciones concretas al 
articulado del proyecto. 
 

2. Comentarios al articulado 
 
2.1. Artículo 5 del Proyecto de Ley 
 
Este artículo dispone lo siguiente:   

 
“Modifíquese el artículo 9º de la Ley 1335 de 2009, el cual quedará así: 

 
Artículo 9. Programas de Educación Preventiva en Medios Masivos de Comunicación a Cargo 
de la Nación. La Comisión de Regulación de Comunicaciones destinará en forma gratuita y rotatoria 
espacios para la utilización por parte de las entidades públicas y Organizaciones No Gubernamentales 
(ONG) libres de conflicto de interés, orientados a la emisión de mensajes de prevención contra el consumo 
de productos de tabaco, sus derivados, sucedáneos o imitadores y los dispositivos necesarios para su 
funcionamiento, en los horarios de alta sintonía en televisión por los medios ordinarios y canales por 
suscripción. De igual manera se deberá realizar la destinación de espacios que estén a cargo de la Nación 
para la difusión del mismo tipo de mensajes por emisoras radiales.” 

 
Comentarios de la CRC:  
 
Sobre el particular debe mencionarse de conformidad con lo dispuesto en el artículo 22 de la Ley 1341 
de 2009, modificada por la Ley 1978 de 2019, las competencias de la CRC para la reserva de espacios 
como los pretendidos por el artículo objeto de análisis se enmarcan exclusivamente en el servicio público 
de televisión y, por ende, en lo que respecta al servicio de radiodifusión sonora, corresponde al Ministerio 
de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones -MinTIC-, efectuar dicha reserva en virtud de 
las competencias asignadas por el legislador en el artículo 18 de la citada Ley.  
 
En línea con lo establecido en la Resolución CRC 5050 de 2016, los Espacios Institucionales son aquellos 
reservados en todos los canales de televisión abierta para la radiodifusión de contenidos realizados por 
entidades del Estado, o cuya producción haya sido contratada por estas con terceros, con el fin de 
informar a la ciudadanía acerca del ejercicio propio de sus funciones, y destinados a la promoción de la 
unidad familiar, el civismo, la educación, los derechos humanos, la cultura y, en general, orientados a 
la divulgación de los fines y principios del Estado.  
 
La radiodifusión de Espacios Institucionales obedece a la reserva de tiempos de emisión a favor del 
Estado en el servicio público de televisión, en horarios de lunes a domingo en los canales nacionales, 
regionales y locales, tanto privados como públicos, de acuerdo con la clasificación establecida en la Ley 
182 de 1995.  
 
Por su parte, los Mensajes Cívicos son aquellos a través de los cuales entidades estatales o entidades 
sin ánimo de lucro divulgan campañas sociales de interés público para beneficio de la comunidad. Estos 
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no corresponden a la reserva del Estado, por lo que su horario, ubicación y movimiento dentro de la 
parrilla de programación es determinada por cada operador del servicio de televisión abierta.  
 
En este punto se destaca que la CRC es el organismo encargado de aprobar la radiodifusión de espacios 
institucionales y mensajes cívicos, a través del servicio público de televisión abierta. Desde esta 
posibilidad, la Entidad, en virtud de lo dispuesto en el artículo 9 de la Ley 1335 de 2009 cuya 
modificación se pretende, ha venido reservando espacios en televisión dedicados a la emisión de 
mensajes de prevención contra el consumo de productos de tabaco y sus derivados, por lo que en este 
orden de ideas, dada la necesidad que el proyecto de ley expone acerca de la prevención frente al 
consumo de sucedáneos o imitadores de tabaco y los dispositivos necesarios para su funcionamiento, 
se aprecia que la reserva de espacios podría seguirse realizando de la misma manera.  Sin embargo, no 
está de más resaltar que conforme a la regulación vigente, esta reserva no implica de manera alguna 
la creación por parte de la CRC de contenidos en este sentido.  
 
Conforme a las anteriores precisiones, respetuosamente se propone ajustar el artículo 9 del Proyecto 
de Ley de la siguiente manera:  
 

“Artículo 9. Programas de Educación Preventiva en Medios Masivos de Comunicación a Cargo 
de la Nación. La Comisión de Regulación de Comunicaciones, de acuerdo con la normatividad vigente,  
destinará espacios en el servicio público de televisión en horario prime de forma gratuita y rotatoria, en 
los canales nacionales, regionales y locales, tanto privados como públicos, para la utilización por parte de 
las entidades del Estado y entidades sin ánimo de lucro, orientados a la emisión de mensajes de prevención 
contra el consumo de productos de tabaco, sus derivados, sucedáneos o imitadores y los dispositivos 
necesarios para su funcionamiento.  
 
De igual manera, el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones deberá realizar la 
destinación de espacios que estén a cargo de la nación para la difusión del mismo tipo de mensajes por 
emisoras radiales, conforme a la normatividad aplicable.” 

 
2.2. Artículo 7 del proyecto de Ley 
 
Este artículo del proyecto dispone lo siguiente:   
 

“Modifíquese el artículo 14 de la Ley 1335 de 2009, el cual quedará así: 
 

Artículo 14. Contenido en los Medios de Comunicación Dirigidos al Público en General. Ninguna 
persona natural o jurídica, de hecho, o de derecho, por sí o por interpuesta persona, podrá promocionar 
productos de tabaco, sus derivados, sucedáneos o imitadores, ni los dispositivos e insumos que resulten 
indispensables para su adecuado consumo, en medios de comunicación, tales como: radio, televisión, cine, 
medios escritos como boletines, periódicos, revistas o cualquier documento de difusión masiva. Tampoco 
se podrá promocionar de ninguna forma en redes sociales, medios de comunicación en línea, producciones 
teatrales u otras funciones en vivo, funciones musicales en vivo o grabadas, videos o filmes comerciales, 
discos compactos, discos de video digital o medios similares. 
 
Parágrafo 1°. Los operadores de cable, los operadores satelitales y los operadores de televisión 
comunitaria que estén debidamente autorizados por la Comisión de Regulación de Comunicaciones o quién 
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haga sus veces, a través de licencia, no permitirán la emisión en Colombia de comerciales o publicidad de 
productos de tabaco, sus derivados, sucedáneos o imitadores y los dispositivos necesarios para su 
funcionamiento producida en el exterior.  
 
Las sanciones serán las mismas previstas en la presente Ley.” 

 
Comentario CRC: 
 
Bajo el marco jurídico colombiano es indiscutible el deber que tiene el Estado de garantizar, entre otras 
cosas, la libertad de expresión y las libertades económicas de los agentes de un mercado, no obstante, 
estos derechos no son absolutos. Justamente la Corte Constitucional1 ha dejado sentado en múltiples 
oportunidades que en aquellos casos en los que existan razones imperiosas que justifiquen la adopción 
de medidas excepcionales encaminadas a relativizar estos derechos no necesariamente se está ante 
una vulneración de los mismos, siempre que su núcleo esencial se respete y exista proporcionalidad y 
razonabilidad en las medidas que se imponen.  
 
Justamente, la Corte Constitucional al hacer un estudio de  constitucionalidad del artículo 14 de la Ley 
1335 de 2009 el cual se pretende modificar con el presente proyecto sostuvo que “existe un consenso 
global acerca del carácter intrínsecamente nocivo de los productos de tabaco y sus derivados, habida 
cuenta el daño cierto, objetivo y verificable que provoca a la salud de quienes lo consumen y de los 
fumadores pasivos, al igual que al medio ambiente”2, por lo que, en opinión de dicha corporación este 
tipo de medidas no son otra cosa que el desarrollo de compromisos suscritos por el Estado colombiano 
en materia de control de tabaco, sin que con estas se afecte el núcleo esencial de la libertad económica 
pues no se está prohibiendo la producción y comercialización de los productos de tabaco y sus derivados 
sino que, en aras de proteger a los menores de edad y a la población no fumadora, se establecen unas 
restricciones que, dada la evidencia científica, resultan proporcionales y razonables. 
 
Sobre este último punto vale la pena resaltar que la Organización Mundial de la Salud -OMS- ha aportado 
evidencia de la eficacia de la prohibición total de publicidad del tabaco en medios de comunicación dado 
que “una prohibición amplia de toda publicidad del tabaco reduce el consumo de éste en alrededor de 
7% y que puede llegar a 16% en algunos países. Notablemente, si sólo se toman en cuenta los países 
en vías de desarrollo el estudio mostró una reducción del 23,5% del consumo per cápita3”.  
 
Conforme a lo anterior, de existir similares fundamentos para hacer extensible la prohibición de la que 
trata el artículo propuesto, a los nuevos productos de tabaco, derivados, sucedáneos e imitadores de 
estos, así como a los dispositivos necesarios para su funcionamiento -como lo propone el proyecto de 
Ley, los análisis efectuados en su momento por la Corte Constitucional y la OMS resultarían del todo 
pertinentes. 
 

 
1 Corte Constitucional, Sentencia 830 de 20 de octubre de 2010, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.  
2 Ibidem.  
3 Organización Mundial de la Salud. 2018. Informe sobre Control de Tabaco para la Región de las Américas 2018. Washington DC: 
Organización Panamericana de la Salud. http://iris.paho.org/xmlui/handle/123456789/49237  
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Ahora bien, previo a poner en consideración algunos cambios que se sugieren al texto propuesto, 
reporta de utilidad aclarar que, aunque la prestación del servicio de televisión bajo la Ley 182 de 1995 
se encontraba sujeta al régimen de concesiones o licencias, este fue modificado por la Ley 1978 de 
2019, por lo que en la actualidad la operación del servicio de televisión se encuentra sujeta a la 
habilitación general dispuesta en la Ley 1341 de 2009, trámite que se surte ante el MinTIC atendiendo 
a las funciones contempladas en el artículo 18 de dicho cuerpo normativo.  
 
Por lo expuesto debería excluirse la mención a la CRC propuesta en el artículo analizado, y en todo caso 
también ampliar la prohibición del parágrafo 1° a los operadores de televisión cerrada -por suscripción 
o comunitaria- y satelital, aun cuando estos no estén habilitados para prestar el servicio, permitiéndose 
de este modo que las labores de vigilancia y control se efectúen sobre aquellos sujetos que 
materialmente prestan el servicio pese a que estos hayan omitido dar observancia al trámite de 
habilitación general.  
 
Así las cosas, conforme a las anteriores precisiones, respetuosamente se propone ajustar el artículo 9 
del Proyecto de Ley de la siguiente manera:  
  

“Artículo 14. Contenido en los Medios de Comunicación Dirigidos al Público en General. 
Ninguna persona natural o jurídica, de hecho, o de derecho, por sí o por interpuesta persona, podrá 
promocionar productos de tabaco, sus derivados, sucedáneos o imitadores, ni los dispositivos e insumos 
que resulten indispensables para su adecuado consumo, en medios de comunicación, tales como: radio, 
televisión, cine, medios escritos como boletines, periódicos, revistas o cualquier documento de difusión 
masiva. Tampoco se podrá promocionar de ninguna forma en redes sociales, medios de comunicación 
digital, producciones teatrales u otras funciones en vivo, funciones musicales en vivo o grabadas, videos 
o filmes comerciales, discos compactos, discos de video digital o medios similares. 
 
Parágrafo 1°. Los operadores de televisión cerrada y satelital en ningún caso permitirán la emisión en 
Colombia de comerciales o publicidad de productos de tabaco, sus derivados, sucedáneos o imitadores y 
los dispositivos necesarios para su funcionamiento producida en el exterior.  
 
Las sanciones serán las mismas previstas en la presente Ley.” 

 
Sin otro particular me suscribo.  
 
Cordial saludo, 

 
PAOLA BONILLA CASTAÑO 
Directora Ejecutiva  
 
Proyectado por: Adriana Santisteban 
Revisado por: Mariana Sarmiento Argüello  
Aprobado por: Zoila Vargas Mesa  
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CARTA DE COMENTARIOS MINISTERIO DE VIVIENDA, CIUDAD Y TERRITORIO AL 
PROYECTO DE LEY 168 DE 2021 CÁMARA

por medio del cual se dictan disposiciones en materia de instalación de surtidores de agua potable en 
espacio público. 
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CARTA DE COMENTARIOS FUNCIÓN PÚBLICO A PROYECTO DE LEY NÚMERO 178 DE 2022 
CÁMARA

por medio de la cual se dignifican las condiciones de los contratos de prestaciones de servicios en persona 
natural y se dictan otras disposiciones.
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CARTA DE COMENTARIOS DEL ASOCIACIÓN DE MEDIOS DE COMUNICACIÓN AL 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 200 DE 2022 CÁMARA

por medio de la cual se adopta la alerta rosa y otras medidas de prevención, protección y reparación para las 
niñas, adolescentes, jóvenes y mujeres víctimas de desaparición.

 
  
 

ASOCIACION NACIONAL DE MEDIOS DE COMUNICACIÓN 
Telefono: 571-6111300 E-mail: tangel@asomedios.com  
Carrera 16 No. 93a-36 Of 504 Bogotá D.C., Colombia 

1 

 
Bogotá, D.C. 01 de noviembre de 2022 
 
 
 
Honorables Representantes 
MARTHA ALFONSO 
ALEXANDRA VÁSQUEZ 
Comisión Séptima Constitucional Permanente 
CÁMARA DE REPRESENTANTES 
Ciudad 
 
 
 

Asunto: Comentarios de Asomedios frente al Proyecto de Ley No. 200 de 
2022 C. 329 de 2022 S. “Por medio de la cual se adopta la alerta rosa y 
otras medidas de prevención, protección y reparación para las niñas, 
adolescentes, jóvenes y mujeres víctimas de desaparición”. 

 
 
 
Respetadas Representantes, 
 
En la Asociación de Medios de Comunicación -Asomedios-, entidad que agremia 
a diferentes medios de comunicación nacionales, analizamos el texto del 
proyecto de la referencia, aprobado en segundo debate, frente al cual nos 
permitimos presentar las siguientes observaciones. 
 
El proyecto de ley es sin duda una iniciativa loable, en la medida en la que busca 
crear medidas para la localización y reparación de niñas, adolescentes, jóvenes 
y mujeres víctimas de desaparición. No obstante, consideramos que el mismo es 
inconveniente pues no armoniza o aprovecha herramientas ya existentes en 
Colombia como son el Mecanismo de Búsqueda Urgente  - MBU –, establecido 
en la Ley 971 de 2005 y la alerta nacional para localizar a menores de edad, 
establecida en el artículo 50 de la Ley 1978 de 2019 y reglamentada por la 
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ASOCIACION NACIONAL DE MEDIOS DE COMUNICACIÓN 
Telefono: 571-6111300 E-mail: tangel@asomedios.com  
Carrera 16 No. 93a-36 Of 504 Bogotá D.C., Colombia 
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Resolución CRC 6141 de 2021, lo que genera duplicidad de esfuerzos 
institucionales y presupuestales en un momento de alta complejidad fiscal para 
el país, como lo han indicado otras entidades públicas, a saber, Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, Fiscalía General de la Nación y Defensoría del 
Pueblo en conceptos remitidos previamente. Además, se genera inseguridad 
jurídica al establecer múltiples medidas y/u obligaciones similares no 
armonizadas. 
 
En ese sentido, consideramos no hay una necesidad real de establecer medidas 
nuevas a las ya mencionadas, por lo que se debe ver la posibilidad de modificar 
las ya existentes, con el fin de darles un enfoque de género, el cual promueva el 
cumplimiento de los objetivos establecidos en el proyecto de ley sin generar un 
impacto técnico, financiero, operativo y jurídico tan grande como lo tendría 
crear un nuevo sistema o mecanismo.  
 
Finalmente, vale la pena indicar que un artículo nuevo incluido en el texto 
aprobado en segundo debate, puntualmente el artículo 26, haría aplicable la 
alerta rosa a todas las desapariciones de menores de edad, lo cual desnaturaliza 
la iniciativa y replica la alerta nacional establecida en la Ley 1978 de 2019 a la 
que ya se hizo referencia. 
 
En ese sentido, les solicitamos amablemente considerar estos comentarios de 
cara al debate que tendrá el proyecto de ley. 
 
 
Cordial saludo, 
 

 
TULIO ANGEL ARBELAEZ 
Presidente 
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CARTA DE COMENTARIOS ORGANIZACIONES A FAVOR DE LA VIDA A PROYECTO DE LEY 
229 DE 2021 CÁMARA 

por medio de la cual se promueve y fortalece la educación para la sexualidad a través de la formación, 
conocimiento y ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos y se dictan otras disposiciones.

 Bogotá D.C. Octubre 31 de 2022 

 

Señores 
CÁMARA DE REPRESENTANTES 
Atn. Representantes a la Cámara 
Bogotá 

 

 

Ref.: solicitud de archivo Proyecto de Ley 229 de 2021 “Por medio de la cual se 
promueve y fortalece la educación para la sexualidad a través de la formación, conocimiento 
y ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos y se dictan otras disposiciones”. 

  

  

Respetados Representantes: 

Reciban un cordial saludo. Diferentes organizaciones que defendemos la vida, la mujer y la 
familia hemos seguido con atención la discusión sobre el proyecto de ley No. 229 de 2021 
Cámara, desde su radicación hasta la fecha, razón por la cual nos permitimos presentar a 
continuación las preocupaciones y objeciones acerca del mismo, propendiendo siempre por 
la protección de los niños y la garantía de sus derechos. 

  

Las razones por las que solicitamos el archivo del proyecto de ley son: 

1.    Varios artículos son ambivalentes y generan preocupación en los padres de familia, ya que 
atentan contra el derecho de los padres a educar a sus hijos conforme a sus convicciones. 

  

2.   La modificación de las leyes vigentes propuestas en el proyecto de ley no soluciona ninguna 
de las situaciones de riesgo que viven los niños, por el contrario, no solo genera duplicidad 
normativa, sino que expone gravemente a los niños y a las entidades educativas, pasando 
por alto la pluralidad de enfoques educativos y, por ende, la autonomía educativa.   

  

3.   Proteger la vida de la mujer y del niño en el vientre, garantizará el desarrollo saludable de 
los niños en todas sus etapas de crecimiento, por lo tanto, ningún esfuerzo es excesivo 
cuando se trata de defender la vida y la familia, razón por la que se hace necesario seguir 
promoviendo la no violencia contra las mujeres embarazadas, quienes son víctimas de 
maltrato físico y psicológico, más aún en medio de un embarazo en crisis. Este tema debe 
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ser abordado con claridad en el artículo, promoviendo la defensa y protección de la vida de 
los niños desde el vientre materno. 

  

Las instituciones educativas que reciben a nuestros hijos, son aliadas de los padres de 
familia en la transmisión de valores y principios en todos los aspectos de enseñanza y 
formación, por tanto cada tema, incluyendo lo relacionado con educación sexual, debe ser 
abordado por las instituciones bajo la expresa autorización de los padres de familia, quienes 
previamente decidieron delegar esta importante responsabilidad o parte de ella al colegio o 
escuela. Dicho lo anterior, reiteramos la solicitud de archivo del proyecto de Ley No. 229 de 
2021, “Por medio de la cual se promueve y fortalece la educación para la sexualidad a 
través de la formación, conocimiento y ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos y 
se dictan otras disposiciones”, no sin antes reiterar el más sincero deseo de trabajar en 
conjunto por la protección de los niños, la mujer y la familia, el cual se verá reflejado en la 
creación de un nuevo proyecto en el que se nos brinde la oportunidad a los padres de familia 
e instituciones educativas, participar en mesas de trabajo y audiencias públicas que 
permitan la participación democrática de todos los ciudadanos colombianos. 

   

Cordialmente, 

Organizaciones A Favor De La Vida, La Mujer Y La Familia 

 

   

       

  

NOTA: Varios padres de familia se adhierieron a título personal, pero sus nombres no 
fueron agregados de forma individual en esta solicitud 
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